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Expte nº: 229/  -2025  NFO

Autos: “CORREA CLAUDIA MONICA c/ ANSES s/REAJUSTES VARIOS”

Sentencia Definitiva del Expte. Nº 229/2025"

 

Buenos Aires,   

AUTOS Y VISTOS

Llegan las actuaciones a conocimiento de la Sala en virtud de los recursos
deducidos por ambas partes , contra la sentencia definitiva dictada en la presente causa.

El organismo demandado se agravia de la actualización dispuesta para la
Prestación Básica Universal. Critica lo decidido respecto al art. 9 de la ley 24.463 Se
agravio de lo decidido respecto a la recomposición efectuada para los periodos
enero/febrero de 2021.  Además, cuestiona que se haya diferido el tratamiento respecto al
planteo de inconstitucionalidad de la ley 27.609. Finalmente, se opone a la exención del
impuesto a las ganancias, y a la forma en que fueron impuestas las costas.

La parte actora se agravia del método de actualización dispuesto por el juez de
grado para las remuneraciones utilizadas para el cálculo del haber inicial. Cuestiona  los
parámetros ordenados a los fines de actualizar la Prestación Básica Universal. Apela la
tasa de interés dispuesta y la forma en que se impusieron las costas. Además solicita la
inconstitucionalidad del art. 9 de la Ley 24.463, arts.9 25 y 26 de la Ley 24.241 79 de
laley 18037 y art. 14 punto 2) párrafo segundo de la Resolución SSS 6/09 / 3/21 Solicita
el pago de las retroactividades en formato de jubilaciones minimas. Se agravia del
descuento por obra social y cuestiona varios articulos de la ley 24463incluido el plazo y
los honorarios regualdos

Surge de los antecedentes del caso que el beneficio previsional fue otorgado con
fecha de adquisición del derecho 2/2/2024 , al amparo de la ley 24.241 modificado por la
ley 27.609, cuerpo normativo a la luz del que deberán ser analizadas las quejas.

Que de acuerdo a las constancias obrantes en autos, no se encuentra en discusión
que quien reclama adquirió el derecho al beneficio ya en vigencia de la ley 27.609,
situación que reviste singular relevancia en atención a los cuestionamientos dirigidos en
orden a la actualización de las remuneraciones que sirven de base para determinar los
valores de la Prestación Compensatoria y la Adicional por Permanencia y el Ingreso Base
(arts. 24, 30 y 97 de la ley 24.241, según corresponda), ello así puesto que a partir de la
citada fecha se aplican las pautas previstas por el art. 4 de la ley referida en primer
término que modificó el art. 2 de la ley 26.417.

Que a tenor de los agravios vertidos –sin perjuicio de la normativa invocada por la
accionada-  en orden a lo expuesto, es de destacar que sobre el índice de actualización de
remuneraciones devengadas con anterioridad a la entrada en vigor de la ley 26.417,
dejando sin efecto las disposiciones de las Resoluciones de ANSeS nros. 63 y 918/94 y
140/95 que limitaban la actualización al período anterior al mes de abril de 1991. En el
contexto indicado, es dable recordar, que ante la falta de recomposición de las
remuneraciones históricas, en virtud de lo resuelto por la C.S.J.N. en el precedente “Elliff”
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, sólo para el período precisado se ordenó la aplicación del ISBIC, para los salarios
devengados hasta la sanción de la ley precedentemente citada.

Que en oportunidad de pronunciarse sobre lapso señalado, en el marco de un
beneficio otorgado con posterioridad a la ley 26.417 y previo a la ley 27.426, la CSJN
–una vez más- mantuvo la validez del índice indicado en el precedente jurisprudencial, en
tanto de conformidad a las consideraciones vertidas, el organismo previsional carecía de
atribuciones para disponer sobre la pauta de ajuste en tanto el congreso había reasumido
la facultad de fijar el índice ("Blanco", Fallos 341:1924), por lo que declaró la
inconstitucionalidad de las Resoluciones ANSeS 56/2018 y Secretaría de Seguridad
Social 1/2018.

Asimismo indicó que “es el Congreso Nacional en su carácter de órgano
representativo de la voluntad popular, el que deberá establecer, conforme a las facultades
conferidas por la Constitución Nacional, el índice para la actualización de los salarios
computables para el cálculo del haber inicial en el período en juego, toda vez que se trata
de un componente decisivo para asegurar la vigencia de los derechos consagrados en el
art. 14 bis de la Ley Fundamental …, será en el marco de la tarea legislativa -a través del
diálogo de las dos cámaras que deben confluir en la sanción de una ley- que se
establecerán las pautas adecuadas para hacer efectivo el mandato del artículo 14 bis de
establecer "jubilaciones y pensiones móviles".” 

Que con el dictado de la ley 27.426 el Congreso reasumió la potestad de fijar los
indicadores que fueron posteriormente ratificados por ley 27.609, de modo que no cabe
extender, sin más, la aplicación del precedente Elliff, sin efectuar el control jurisdiccional
de la normativa a fin de asegurar la fundamental razonabilidad de esos actos e impedir
que, por medio de ellos, se frustren derechos cuya salvaguarda es deber indeclinable del
Tribunal (Fallos 293:551; 303:1155 y 308:1848).

Que en tales condiciones los índices elegidos por el legislador –índice Nivel
General de las Remuneraciones (INGR) hasta el 31 de marzo de 1995, luego del índice de
la Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE) hasta el 30
de junio de 2008, desde allí las equivalentes a las movilidades establecidas en la ley
26.417 hasta la sanción de la ley 27.426, y a partir del 1º de marzo el índice de la
Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE)-, dan adecuada
respuesta en el caso, por cuanto no surgen periodos sin actualización y en su construcción
se tuvieron en cuenta indicadores de alcance general que, prima facie valorados, no se
presentan irrazonables ni arbitrarios.

Que por tales motivos corresponde rechazar la pretensión de la accionante y
confirmar la actualización de las remuneraciones que sirven de base para el cálculo de la
PC, PAP e IB según corresponda, en base el método indicado en la ley 27.609 y
concordantes.

La parte reclama el reajuste de la Prestación Básica Universal (PBU), planteo
que corresponde analizar en forma conjunta con los sucesivos bonos otorgados por el
Poder Ejecutivo Nacional como suplementos de las prestaciones previsionales durante los
últimos años.
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En efecto, corresponde efectuar un análisis integral del componente PBU,
teniendo en consideración su evolución como componente del haber previsional y,
particularmente, el otorgamiento de los sucesivos refuerzos previsionales destinados a
compensar la pérdida del poder adquisitivo de las prestaciones mínimas.

En este sentido, un nuevo análisis de la cuestión ha sido efectuado en el
precedente “Quintana Juan Carlos c/ ANSeS s/ Reajustes Varios”, Expte. N.º 4918/24, en
el cual se sostuvo que razones de prudencia interpretativa y una revisión crítica de la
evolución doctrinal y normativa imponen la necesidad de replantear el análisis integral
del componente PBU.

En tal contexto, y en relación con el reclamo de reajuste de la PBU, cabe señalar
que este Tribunal viene aplicando la doctrina emergente del caso “QUIROGA CARLOS
ALBERTO c/ ANSES s/ REAJUSTES VARIOS” (11.11.14), en el que el Alto Tribunal
no solo difirió su tratamiento para la etapa de ejecución, sino que además —y en lo que
aquí interesa— fijó como pauta para su procedencia la necesidad de establecer qué
incidencia tenía la ausencia de incrementos de uno de los componentes de la jubilación
sobre el total del haber, pues es este último el que goza de protección y, en caso de
haberse producido una merma, verificar si el nivel de la quita resultaba confiscatorio.

Ahora bien, con posterioridad dictado de la sentencia aludida, el Estado Nacional
ha dictado una serie de medidas que se han extendido hasta el día de la fecha mediante
sucesivos decretos que en sus fundamentos se ha plasmado que “… nuestro país ha
sufrido una importante alza del índice de precios, con especial incidencia en bienes de
primera necesidad. Que el aceleramiento de precios referido tiene una mayor afectación
en las personas de menores ingresos, para quienes es necesario generar herramientas de
mayor acompañamiento…” y “Que la grave situación socioeconómica que atraviesa
nuestro país ha ocasionado, entre otras cuestiones, un alza acelerada del índice de
precios, con especial incidencia en los adultos mayores de menores ingresos, para
quienes es necesario acudir a su sostenimiento…”, ver considerandos decretos 532/22 y
116/23 y cc.

La situación reflejada que inicia con posterioridad al dictado de la sentencia
recaída en el precedente “IANNOPOLLO GRACIELA c/ ANSES s/REAJUSTES
VARIOS”, expte. 171774/2018 y que se ha mantenido de manera continuada desde
agosto del 2022, impone la necesidad de evaluar una vez más los embates dirigidos
contra el valor de la Prestación Básica Universal.

Los bonos previsionales no constituyen un componente del haber, sino una
compensación excepcional, inmediata y focalizada que, no obstante su carácter
transitorio, se ha extendido en el tiempo y ha estado destinada a atender la pérdida del
poder adquisitivo de las prestaciones mínimas. Su reiteración constituye, por tanto, un
elemento que no puede ser soslayado al momento de efectuar el análisis integral de la
PBU, pues evidencia una insuficiencia en la determinación del valor inicial de la
Prestación Básica Universal como componente del haber mínimo.

Por lo expuesto, teniendo en cuenta la finalidad descripta, condicionar su ajuste a
la modificación de las otras variables que integran el haber previsional, sin tener presente
lo referente a los suplementos, generaría una distorsión y colisión con el principio de
igualdad consagrado en el art. 16 de la C.N., por cuanto por ello, independientemente del
monto que resulte de la modificación de la PC y/o PAP, aún cuando su resultado fuera
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insignificante, de acuerdo a todo lo señalado, habilitaría a revisar el valor de la PBU, por
el perjuicio del colectivo de beneficiarios. 

En consecuencia, corresponde reconocer el derecho a la revisión del valor de la
Prestación Básica Universal, de conformidad con lo resuelto en el fallo de la Sala III 
“Sadofschi Carlos Alberto c/ ANSeS s/ Reajustes Varios”, contemplando asimismo el
precedente “Quiroga” citado en cuanto a la pauta de confiscatoriedad allí establecida.

Así las cosas, para verificar la incidencia porcentual, la merma cuantificada será
valorada teniendo en cuenta la diferencia entre la PBU reajustada y la inicial, en relación
con el haber total del beneficio actual (PBUsr + PC + PAP —de caja o recalculado, según
corresponda—), padezcan de ajuste o no las restantes prestaciones. Ello se multiplicará
por cien y, determinado que sea el resultado igual o superior a 15, corresponderá el
reajuste de la prestación bajo análisis. 

En este mismo sentido se ha expedido esta Sala en autos “GARAY CARLOS c/
ANSES s/REAJUSTES VARIOS”, Sentencia Definitiva del Expte Nro. 114/2025.

 
Que, por razones de celeridad y economía procesal, ha de diferirse para la etapa de

ejecución el tratamiento de los agravios dirigidos contra lo resuelto en la sentencia apelada
sobre aplicación de topes de haberes (art. 26 de la ley 24.241, art. 9 de la ley 24.463,
art. 79 de la ley 18.037) que fueron oportuna y fundadamente cuestionados en la
demanda, pues es en ese momento donde se puede demostrar en el caso el perjuicio
concreto que la aplicación de dichas normas podrían ocasionar al actor.

Ha de señalarse que, en los casos que resulte pertinente, se tendrán en cuenta las
pautas sentadas por C.S.J.N. in re “Actis Caporale” Fallos 323:4216. 

Que, en otro orden de cosas, corresponde abordar la queja vinculada al art. 4.4 de
la Res. SSS 3/21 en tanto limita la actualización de remuneraciones por remisión al art. 9
de la ley 24.241.

Ha de señalarse que, dado que el tope máximo del art. 9 de la ley 24241 según
texto originario sólo fue previsto “a los fines del cálculo de aportes y contribuciones
correspondientes al SIJP” (luego modificado y aplicado únicamente a las cotizaciones
impuestas por ley en cabeza del trabajador), resulta improcedente su aplicación para el
procedimiento de actualización de las remuneraciones a emplear como base de cálculo de
las prestaciones.

De avalarse ese temperamento y teniendo en cuenta que, por la cuantía de los
aportes nominales realizados por el afiliado, una vez ajustados superarán esa valla, “bien
puede decirse que en el caso de autos su empleo conducirá a neutralizar el derecho
reconocido a computar en valores actualizados a la fecha de cálculo del beneficio las
remuneraciones cotizadas” (cfr. Sala III sentencia interlocutoria del 17.02.2022 recaída en
la causa 38657/2010 “Gaebler Villafañe María Nélida c/ANSeS s/Reajustes varios”). 

Que no ha de prosperar la declaración de inconstitucionalidad del art. 25 de la ley 24.241 

que remite a su art. 9, si, como acontece en el sub examine, las remuneraciones cotizadas 

después del mes de julio de 1994, desde el cual rigió el límite de aportes previsto por el 

citado art. 9 (cfr. considerando 8º in re “Dieguez” F:338:1009) fueron inferiores a dicho 

tope, lo que torna inaplicable las mentadas disposiciones.
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Que a la retroactividad resultante habrá de aplicarse la Tasa Pasiva Promedio
mensual que publica el Banco Central de la República Argentina de conformidad a la
doctrina reiterada del Alto Tribunal cfr. “Spitale” (Fallos: 327:3721).

Que el planteo de quien demanda vinculado al descuento sobre los intereses por obra 

social, en atención al estado actual de las actuaciones habrá de diferirse su tratamiento para 

la etapa de ejecución.

Que respecto a la retención del impuesto a las ganancias, la CSJN ya se ha
expedido en casos de aristas similares, como ser, in re “García, María Isabel c/ A.F.I.P. s/
acción meramente declarativa de inconstitucionalidad”,, de fecha 26.3.19 (Fallos:
342:411), cuya solución fue extendida por el Alto Tribunal en pronunciamientos
colectivos recaídos el 7.5.19 (causa “GODOY, Ramón Esteban”) y el 28.5.19 (causas
“KLOSTER, María Guadalupe”, “ORTIZ DE PIEROLA, Emilia” y “ROSSI, María
Luisa”) y “García Blanco Esteban c/ANSeS s/Reajustes varios”, de fecha 6.05.2021
(Fallos: 344:983) y “Garay Corina Elena c/ANSeS s/Reajustes varios” de fecha 7.12.2021
(Fallos: 344:3567), por lo que corresponde declarar la inaplicabilidad del gravamen
aludido.

Que no ha de tener recepción favorable el agravio de la parte actora por el plazo conferido
por el art. 22 de la ley 24463 modificado por la ley 26153 para el pago de la condena en
efectivo y el reajuste del haber en curso de pago, habida cuenta que en su transcurso el
organismo deberá practicar liquidación y someterla a las verificaciones internas previas a
su pago.

Que en orden al embate dirigido en torno a las costas del proceso, más allá de la
normativa invocada, la cuestión suscitada ha sido recientemente abordada por la CSJN, por
sentencia del 22.06.2023, recaída en la causa FCR 21049166/2011/CS1, in re “Morales,
Blanca Azucena c/  ANSeS s/ impugnación de acto administrativo” (Fallos: 346:634), en
la cual, en el marco de un proceso vinculado al reconocimiento de un beneficio de pensión
por fallecimiento, ratificó la vigencia del artículo 36 de la ley 27.423. En este sentido
sostuvo que “…se revoca la sentencia respecto de lo resuelto sobre las costas de la
primera instancia y se la confirma en lo referente a las costas de la alzada y a la
declaración de inconstitucionalidad del art. 3 del decreto de necesidad y urgencia
157/2018…”. Así las cosas y en los términos del art 36, la cuestión ha de ser abordada de
acuerdo a lo normado por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, parte
general, libro I, título II, capítulo V, vale decir, arts. 68 a 77 del citado cuerpo normativo.

En atención a lo expuesto, en caso de que surjan de la liquidación a practicarse
sumas a favor del actor, las costas deberán ser establecidas a la vencida en los términos del
art. 68 primera parte del CPCC; siendo que, en el caso contrario, deberán establecerse en el
orden causado (cfr. Art. 36 ley 27.423).

Respecto del agravio dirigido a los honorarios regulados, sin perjuicio de que no 
fueron apelados con anterioridad a la presentación del memorial, el planteo no se ajusta a 
las constancias de la causa en la medida que la sentencia recurrida no los reguló, sino que 
difirió la regulación para la oportunidad en la que se establezca el monto del proceso.
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Costas por su orden en la Alzada en atención a la forma que se resuelve, arts. 68
segunda parte del C.P.C.C.N. y 36 de la ley 27.423 (conf. CSJN, sentencia del 22.06.2023,
in re “Morales, Blanca Azucena c/  ANSeS s/ impugnación de acto administrativo”). 

Determinar los honorarios de la dirección letrada de la actora –por su actuación en
esta Alzada- en el 30% de lo que estipule para la instancia anterior, en atención a la calidad
y extensión de las tareas desarrolladas y teniendo en cuenta las pautas de la ley 27.423 (art.
30).

Sin perjuicio de lo que aquí, se resuelve, conforme lo dispone expresamente el art
271 del CPCCN, esta Alzada examinó sólo los planteos de hecho y de derecho
conducentes, (Fallos: 272:225; 274:113; 301:970; 303:135; 306:444; 307:951; 311:571 y
1191, entre muchos otros), sometidos a la decisión del juez de primera instancia que
fueron materia de agravios, encontrándose el Tribunal limitado en ese sentido y no
pudiendo excederse de dicha medida; por lo que, las restantes cuestiones decididas que no
han sido materia de tratamiento en la presente deberán, en el momento procesal oportuno,
abordarse de manera integral por el juez de grado. 

Que el Dr. Juan A. Fantini Albarenque deja a salvo su opinión en torno a las
siguientes cuestiones:

Respecto al agravio que versa sobre la actualización de las remuneraciones 
utilizadas para el cálculo del haber inicial, atento a que todas las remuneraciones utilizadas
para dicho cálculo son posteriores a marzo de 2009, corresponde rechazar los agravios
intentados al respecto debido a que el actor no lograr demostrar el perjuicio concreto que la
aplicación de la normativa cuyo desplazamiento pretende le irroga. 

Con respecto al agravio expresado en relación con la actualización de la PBU ,
cabe tener presente lo decidido por la Corte en los precedentes “Quiroga, Carlos Alberto”, 
“Sandoval, Norma Mabel c/ ANSeS s/ Reajustes Varios” y “Pichersky, Alberto Raúl c/
ANSe.S s/ Reajustes Varios”, sentencias del 11 de noviembre de 2014, 18 de abril de 2017
y 23 de mayo de 2017, respectivamente, donde se concluyó que se consideró, de manera
concreta, qué incidencia tenía la ausencia de incrementos de uno de los componentes de la
jubilación sobre el total del haber inicial y en caso de haber producido una merma,
constatar si el nivel de quita resultaba confiscatorio. Análisis éste que debe hacerse en la
etapa de ejecución de sentencia.

En cuanto a las costas de ambas instancias las mismas habrán de imponerse a la
demandada vencida (conf. Art. 68, párr. 1º del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación y Excma. CSJN in re: “Gentile Fioravanti Pedro c/ANSeS s/Reajustes Varios”,
Sent. Fecha 8/10/2024, Expte. CSS Nº 96499/2010”).

Por ello el Tribunal, por mayoría RESUELVE:
1.- Posponer el tratamiento del tope de haberes en actividad para la etapa de

liquidacion de sentencia
2 Confirmar lo resuelto en torno a las costas en la instancia de grado de

conformidad a lo indicado en los considerandos precedentes, que impuso las costas al
vencido conforme al art. 68 del C.P.C.C.N. (conf. CSJN, sentencia del 22.06.2023, in re
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“Morales, Blanca Azucena c/  ANSeS s/ impugnación de acto administrativo”), ello en
tanto que surjan de la liquidación a practicarse, sumas a favor del actor, siendo que, en el
caso contrario, deberán establecerse en el orden causado (cfr. Art. 36 ley 27.423).

3.- Confirmar la sentencia recurrida en lo demás que decide y ha sido materia de
agravios, con el fundamento y alcances indicados precedentemente.

4.- Costas por su orden en la Alzada en atención a la forma que se resuelve, arts.
68 segunda parte del C.P.C.C.N. y 36 de la ley 27.423 (conf. CSJN, sentencia del
22.06.2023, in re “Morales, Blanca Azucena c/  ANSeS s/ impugnación de acto
administrativo”).

5.-Determinar los honorarios de la dirección letrada de la actora –por su actuación
en esta Alzada- en el 30% de lo que estipule para la instancia anterior, en atención a la
calidad y extensión de las tareas desarrolladas y teniendo en cuenta las pautas de la ley
27.423 (art. 30).

Protocolícese, notifíquese, cúmplase con la comunicación dispuesta por la CSJN
en la Acordada 10/25 y, oportunamente, remítase.
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